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R-DAGJ-172-2005

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.  División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las once horas del treinta y uno  de marzo de dos mil cinco.------------------------------------

Recurso de Objeción al Cartel de la LICITACION POR REGISTRO Nº 20054-89, promovida por el BANCO CENTRAL DE COSTA RICA para la “Contratación de Servicios de Lavado externo e interno de los vehículos del Banco”, instaurado por la empresa AUTOLAVADO 14-15 LTDA.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

I.-POR CUANTO: La empresa AUTOLAVADO 14-15 LTDA.  interpuso oportunamente recurso de objeción en contra del cartel de este concurso.---------------------------------------------------------------

II.-POR CUANTO: Mediante auto de las ocho horas con treinta minutos del dieciséis de marzo del año en curso, se confirió audiencia especial a la Administración licitante con el objeto de que se refiriera por escrito a los argumentos de la objetante y para que remitiera una copia fiel y completa del cartel de la Licitación.--------------------------------------------------------------------------------------------- 

III.-POR CUANTO: La Administración atendió la audiencia especial conferida mediante oficio DA-108-2005, suscrito por la Directora de la División Administrativa de la entidad---------------------

IV.- POR CUANTO: SOBRE EL FONDO: El recurso de objeción al cartel se dispone con el objeto de remover obstáculos infundados técnica o legalmente que limiten la participación del mayor número de oferentes, a efecto de garantizar el principio de igualdad y libre competencia consagrado en la Ley de Contratación Administrativa. Al respecto el Órgano Contralor se ha pronunciado reiteradamente, en el sentido de  que los pliegos de bases en un procedimiento de concurso público, constituyen el reglamento específico de la contratación que se promueve y, como tal, deben constituir un cuerpo de especificaciones técnico, claro, suficiente, concreto, objetivo y amplio, en cuanto a la oportunidad de participar,  de manera que  las restricciones que se impongan, en cuanto limiten de alguna manera la concurrencia,  deben tener sólida justificación, ya sea técnica o jurídica, pues la Administración, a efecto de cumplir con el fin público que es de su competencia, está llamada a satisfacer sus necesidades en las condiciones que resulten más favorables para el interés colectivo y el mejor cumplimiento del servicio público que le compete.  Por otra parte, también ha considerado este Despacho que el recurso de objeción al cartel es el remedio procesal que tienen los administrados, para impugnar ante esta Sede, aquellos carteles que de alguna manera restringen o limitan ilegítimamente en su perjuicio la libertad de participación en los procedimientos  concursales, o que hacen nugatorios los principios de igualdad de trato y de oportunidades para los oferentes. Así las cosas de seguido se analizan los aspectos objetados. 1) Sobre la descripción del servicio: El objetante manifestó que los incisos 1.2 al 1.4 no permiten establecer de forma única el factor precio indicado en el punto 4.6 Precio y en la Tabla de Evaluación del anexo 1, por lo que no se puede establecer una oferta única por participante para la comparación económica o para el cálculo económico de la garantía de participación. La Administración señaló que en la cláusula 4.6 del pliego se estableció “Precio:... El oferente en la cotización deberá indicar el costo unitario para cada uno de los servicios por los veintiún vehículos y el precio total de la oferta de cada uno de los servicios solicitados en el renglón (colones o dólares) con el impuesto de ventas indicado por separado (en los que aplique). El Banco no reconocerá ningún costo adicional que no esté incluido en el precio total ofrecido”.  De acuerdo con esto, un servicio puede ser requerido como mínimo dos veces al mes o cada dos meses a criterio del Área de Trasportes, dependiendo del uso de cada vehículo. Además, debe indicarse el costo unitario de cada uno de los servicios por vehículo. Lo que se pretende es que en la oferta, cada empresa establezca el costo particular de cada una de esas prestaciones específicas que compone el paquete que el oferente está en capacidad de brindar a cada vehículo, sin necesidad de entrar a determinar si el vehículo requiere de la aplicación de todo el paquete o de algunas de las prestaciones particulares del paquete, o del número de veces que haya que repetirlas, sino que con la sola determinación del valor individual de cada una de las prestaciones (lavado, encerado, pulido, y otros servicios) que componen el paquete completo que un vehículo puede llegar a necesitar, sería suficiente para determinar el costo máximo total por vehículo. Finalmente, la sumatoria de los 21 vehículos que componen la flotilla total determinará el monto global del servicio a cancelar. Es por eso que, en su criterio no es cierto el argumento de la recurrente en el sentido de que las cláusulas impugnadas no permitan establecer en forma única el factor precio ya que con la definición del paquete de servicio requerido para cada vehículo, el valor de cada una de esas prestaciones particulares permitirá conocer con exactitud a cuánto asciende el costo del servicio por vehículo, el cual al ser multiplicado por el número total de vehículos que componen la flotilla, permitirá a cada oferente cotizar el valor total de su oferta y a partir de ello aplicar el uno por ciento correspondiente a la garantía de participación, de forma proporcional al monto total de su cotización. Criterio para resolver: En primer término, es preciso advertir que la objeción en sí misma no resulta suficientemente clara como para entender cuál es el punto en concreto que el recurrente entiende violatorio de los principios de contratación administrativa que resultan aplicables en las cláusulas que cuestiona. De acuerdo con lo que ha entendido la entidad licitante y a partir de eso, esta Contraloría General parte de que lo que se impugna es la forma en la que el cartel pide la cotización del precio. Como lo hace ver el Banco, en la cláusula 4.6 el pliego de condiciones indica que los oferentes deben indicar los costos unitarios para cada uno de los servicios requeridos por los veintiún vehículos objeto de la licitación y el precio total, dice la cláusula “de cada uno de los servicios solicitados en el renglón”.  A partir de esta redacción, es lo cierto que la cláusula se presenta confusa en tanto pide la indicación de los costos unitarios por servicio para la totalidad de vehículos, pero al agregar la solicitud del precio total de cada uno de los servicios solicitados, pareciera que repite lo pedido líneas atrás. La explicación que da el Banco al contestar la audiencia inicial despeja en cambio el panorama, en tanto explica que lo que se pretende es conocer el costo particular de cada una de las prestaciones requeridas, a saber lavado, encerado, aspirado, y otros servicios (cláusula 1 del cartel), sin que sea necesario aplicar el precio total del “paquete” o totalidad de servicios. Su intención es conocer así el costo total máximo de los servicios por vehículo que, al ser multiplicado por los veintiún vehículos que componen la flotilla, daría el precio total de la oferta. Lo que en nuestro criterio tampoco queda claro aquí y suponemos que es lo que quiso impugnar el objetante al mencionar la cláusula del sistema de evaluación,  es cuál será el precio que servirá para la comparación de ofertas: el precio unitario por servicio o el precio del paquete completo de servicios para todos los vehículos. Por otro lado, si la Administración  pide y manifiesta su interés de conocer precios por cada uno de los servicios, es porque no siempre será requerido que se le practique a los vehículos la totalidad de prestaciones posibles, con lo cual en nuestra opinión, este debería ser el factor preponderante salvo mejor criterio que le corresponderá definir puntualmente a la institución licitante. En ese caso, la fórmula de evaluación del precio debería considerar los servicios por separado de modo que permita la comparación equitativa y siempre que el mecanismo de evaluación ideado favorezca la adjudicación a la oferta que mejor satisfaga el interés general. Así las cosas, es nuestra posición que la cláusula en cuanto a la forma de cotización del precio debe modificarse aclarando su contenido según los términos de la respuesta a la audiencia de este recurso, como también resulta pertinente que en la indicación de factores de evaluación se diga expresamente cuál será el precio —ya sea por servicio unitario o por el paquete completo de servicios— que servirá de base para la comparación de las propuestas. En definitiva, se declara con lugar el recurso en este extremo. 2) Sobre la admisibilidad de las ofertas: El recurrente señaló que la cláusula 2.7 establece que el auto lavado debe estar ubicado a una distancia máxima de 3 kilómetros del plantel en donde se mantienen los vehículos, lo que en su criterio se opone a los principios de libre competencia e igualdad de trato. La Administración indicó que considera fundamental la ubicación del local en donde se prestará el servicio en tanto el noventa por ciento de su flotilla vehicular se guarda en el Plantel de Moravia. Es por eso que les resulta altamente conveniente que los vehículos puedan ser atendidos en las inmediaciones de ese plantel. Esto permitirá más disponibilidad de tiempo en el uso de cada vehículo, porque las rutas de acceso desde y hacia el plantel son menos congestionadas que las rutas próximas al Banco Central, por lo que el desplazamiento de los vehículos a un sitio próximo al plantel resultará más rápido y por ello, es posible disponer de las unidades en menor tiempo. Igual sucede si el vehículo fuera atendido en el auto lavado y se va a estacionar en el plantel, esa menor distancia resulta más económica y rentable para la institución. Sostienen además que, la determinación de 3 kilómetros  la redonda del plantel se considera como una distancia provechosa en cuanto a la conveniencia que representa para la entidad el que el vehículo tenga menor rodamiento, menor exposición a accidentes de tránsito y ahorro de combustibles, partiendo de la premisa de que en esa distancia se encontrarán suficientes establecimientos que brindan el servicio. Criterio para resolver:  En la especie, la entidad defiende como condición de admisibilidad la ubicación del local en donde serán prestados los servicios a una distancia máxima del plantel en donde se guarda la mayoría de la flotilla vehicular institucional. Sin embargo, en nuestro criterio las razones detalladas no resultan ser motivo suficiente para limitar la participación de potenciales oferentes únicamente en función de esa ubicación geográfica de un determinado local, mucho menos en la actualidad cuando es posible recibir ese tipo de servicios en la propia institución sin que exista siquiera necesidad alguna de desplazar los vehículos. Ya existen en el mercado este tipo de servicios, que combatirían directamente los temores de la entidad en cuanto a riesgos en el desplazamiento y ahorro de combustibles. Con ello, no pretendemos direccionar el tipo de servicio que debería ser contratado por la Administración, pero sí evidenciar que el tipo de servicio requerido se ha venido diversificando con el tiempo y esto no se reconoce en el presente pliego cartelario. Por otro lado, la entidad abiertamente indica que parte de una premisa y es aquella referida a que en los 3 kilómetros a la redonda del plantel hay suficientes negocios que podrían prestar el servicio. No obstante, esa afirmación no tiene apoyo o sustento en ningún documento, estudio o tan siquiera enunciación de los comercios dedicados a esta labor, con lo cual dicha premisa pareciera ser solo una apreciación subjetiva que no puede  justificar válidamente una limitación a la libre participación. Es por ello que, si la entidad insiste en considerar como factor relevante la ubicación del local en caso de que se le ofrezca un servicio en un determinado negocio, en nuestro criterio lo procedente es incorporar por rangos la evaluación de este criterio bajo parámetros de proporcionalidad y razonabilidad de modo que se favorezca verdaderamente la libre concurrencia al concurso. De igual forma, aun cuando la Administración  defiende la cláusula a partir del menor tiempo de disponibilidad de las unidades de su flotilla en razón de la distancia del local respecto del plantel, no establece en el clausulado un plazo máximo para la prestación del servicio, con lo cual le deja la absoluta definición de este aspecto al oferente, lo que podría perjudicar los intereses de ese Banco. En definitiva, las consideraciones enunciadas por la institución no se entienden motivo suficiente para mantener como condición invariable la distancia del local de auto lavado respecto al plantel en donde se guardan los vehículos institucionales y en ese sentido la institución licitante deberá modificar el pliego de manera que favorezca una mayor participación e igualdad de trato en este procedimiento. Lo anterior, sin detrimento de lo antes señalado en el sentido de que se podrá analizar la posibilidad de establecer esa consideración a los factores de evaluación y poder ponderar en mejor forma según los criterios de cercanía, pero sin dejar de permitir la presentación de mayor cantidad de ofertas que podrían ofrecer condiciones más favorables a los intereses institucionales.---------------------------------------------------------------------------

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y con fundamento en los artículos 34 y 37 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; 81, 82 y 83 de la Ley de la Contratación Administrativa; 45, 86,  87 y 88 del Reglamento General de la Contratación Administrativa: 1) DECLARAR CON LUGAR,  el recurso de objeción al cartel de la LICITACION POR REGISTRO Nº 20054-89, promovida por el BANCO CENTRAL DE COSTA RICA para la “Contratación de Servicios de Lavado externo e interno de los vehículos del Banco”, instaurado por la empresa AUTOLAVADO 14-15 LTDA; y  2) PREVENIR a la Administración para que, con ajuste a los plazos establecidos en los artículos 48, 88 y 89 del Reglamento General de Contratación Administrativa, proceda a efectuar las aclaraciones, correcciones y modificaciones correspondientes, según lo expuesto en esta resolución.----------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

NOTIFÍQUESE.--------------------------------------------------------------------------------------------------------

	Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada
	Lic. Ana Marcela Palma Segura

	Gerente Asociado
	Fiscalizadora
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